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el Presidente dt* I;I Sación” I,ilrt. 4(S). ~‘01n0 itsiruismo cluc* los 

-*efectos (1~ l;i wntencia se produc’ir;ín desde IU fecha en que lá 
misma w mande ejwutar 1w1 el I’resitlt!nte de la Siición” fart. 468, 

p:írrafo tercero). puede llewr :I sul~ouer que las sentencias tlic*tadas 
por los tribunales milit:lws ;irgtAutinw ~C011,w~j~w 11th ( ; urrra~ no 
Son susceptibles de pasar en autoridad tle cosi1 juzgada, t-r jlulicatn 
pro writate h«hctur, toda \-ez que la calificación legal del hech;, 

probado 5 la pena impuesta, 0 la ;ibsoluciótl, f;r.lI;~das por un Con- 
sejo de Guerra en tinica n en última instancia. wt;lrían siempre 

subordinadas a la aprobación +~l c*í~mpl;lse- y. (1~ consiguiente, 
8 la posibilidad de su reforma por ~1 Poder ejecutivo. 

La cuestión. corno puede advertirse. es de la IIM~OI* trascen- 
dencia. Si la apuntada suposicií)n resnltarn ,jnrítli<~iln~rnte c*sactn 

:*abría entonces concluir que en la Ile~)úhlic;~ Argentina la juris- 
dicción militnr no es nna jurisdicción plena, sino HII:I jurisdiccií)n 
subordinada! desde el momento que los Consejos clc C;n(w*:~ ejer- 
cerían por delegación, una porción del mando militar del Presi- 

dente. quien, en tal virtud! se reservaría la facultad jurídica de 
nprobar o reformar lo resuelto por los Consejos de Guerra. 

II. r,A Jl.-RISDl~C’lóS MIT.ITAR COMO FUSCIóS J,EJ. \IASJ>O UILITAR 

La teoría de que la jurisdicción militar es una función del 
mando militar ha contado en la Repfiblica Argentina con dos gran- 
des expositores: el doctor .Jnst Ji,~~tí.~ RLJSTIJLO, autor del (r6rligo 
de Jmticin Xilifcrr argentino que rigi6 hasta el año 1951 (l), y 1~1 

doctor CARLOS Rrsso DoMfNcuEZ, por largo tiempo Auditor genewl 
de Guerra y Marina (2). Igualmente, esta teoría encontró acngi- 
da favorable en algunos pronunciamientos de la Corte 8nprem:l 

de Justicia de la Snción. 
Rrsso DoMfsoum, luego de señalar que “IR jurisdiccic’,n reprp- 

rka militar es toda disciplinaria”, afirma que el “poder dti 
mandar llera implícito el poder necesario pfira hncerse obedecel*, 

(1) Ver SU libro El Cddigo de Justicia Militar ante la Cámara de Di- 
putados. Buenos Aires, 1914, págs. 23 a 32. 

(2) Ver su Ilbro La Justicia mflitar. Buenos Atres, 1939. tomo 1. p6- 
ginas 33, 77 y siga 

28 



LAS SENTENCIAS FIRMES DE LOS CONSEJOS DE GUERRA ARGENTINOS... 

es decir, para emplear los medios apropiados para conseguir ess 
finalidad. Por ello es que el poder jurisdiccional disciplinario es 
inherente al poder de mando o, lo que VS lo mismo, que la justicia 
mililar es una funciGn del mundo” . .~plicantlo ente cwnccyto ü 1d 
realidad jurídica argentina, sostientA qw el ‘*ejercicio de la juris- 
;iicción disciplinaria militar corresponde, INWS. en primer térmi- 
no, al Presidente de la Sación, en su carácter de Comandante jefe 
de todas las Fuerzas de Mar y Tierra”. agregando que tanto el 
mando como el ejtbrcicio de la jurisdicción necesaria l~r;~ hacerio 
r+‘ectivo, puedeu ser delegados por el Presidente en SUS agentes de 
mando militar. Completando este pensamiento, añade que la “parte 
de poder jurisdiccional que ejerwn los Oficiales del Ejkcito 7 AY- 
mada la ejercen por delegaci6n. eu la forma reglamentada por 4 
Congreso, pues el poder ha sido conferido esclusivamente al Pr+ 
Gdente y tan ~610 en ese car8cter de delegados suyos lo podrían 
ejercer sus agentes de mando militar” (3). 

Empero. en nuestro modo de ver, esta teoría carece de apoyo 
jurídico Rólido. Un estudio sistemático de las disposiciones de IS 
Constitución argentina que legislan esta materia! como de los ar- 
títulos del Código de Justicia Militar. conducen a una solución 
distinta, consagrando la vigencia de una jurisdicción militar plena, 
con tribunales (Consejos dtb Guerra) que pueden dictar sentencias 
susceptibles de pasar en autoridad de cosa juzgada. n sea que no 
precisan para ello integrarse con la aprobaci6n presidencial. En 
olras palabras. lo que nos proponemos demostrar en este trabajo. 
es que la calificación legal del hecho probado p de la pena im- 
puesta. o la ahsolución. pronunciada por un Comsejo de Guerra 
en tiica o en última instancia, no son revisables por el Poder 
ejecutivo. 

(3) Esta teorfa ha sido tambi6n desarrollada por el Capitán de Ar- 
tillería franc& y doctor en Derecho PAUL ARNOLLET, en su libro Organi- 
sntim et pmct?dure de lo Justice militaire en Allemugne. París, 1907. 
ARNOLLET es citado por RISO Doufwxn. quien pone de resalto la im- 
portancia de su libro en la temática que nos preocupa. 
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Para fundamc1nt;lr nuestra posturil, consideramos tk sum;l inl- 

portancia distinguir 1;) material que comprende la “juristliccihn 
1wn;ll Illiliti4l~” tle Ia materi;t que :lhawa la “jurisdiccióIl discipli- 

!lilrikl nrilit;ii*” y qur clc ordinario se engloban hjo la tlenomii~rl- 
cicín común cle “j11I.istlic.c.ió11 0 justicia militar”. .lmbas son per- 

fectamente difewuciubles en el c!ontcMo del Cótligo de .Juxticia 
Militar iiqynti110. 

“La juriscliwiibii Jwnal militar” t!s ejcwidil primordi;~luwnte 
por IOS COIlSP,jOS tlV (;lWl’~il x l>Ol thl C’onwjo SUplWklO tIe laS Fuel+- 

GIS A4~*~~lcltl;~x, ;i los cwalex compete el juzgamiento de los delitos 
weucialmente milit;lrw, w1110 de los delitos previstos en el Código 

~wnal vomúu 1 wi las leyes expfxi;~lex, rn los supuestos de que 
awtlk ;Icto (Icl servicio 0 se perpet.rru en lugar militar (itrtS. 2.“. 

!) “( 10s. 121, 122, .-ti8 “ (370). 

Lu ** jurisdiwií)u tliwiplinuria militar”, en carubio, 0 “comp+ 

tc2wiu vjecutivil” como la titula el art. 120 del Cbdigo de Justicia 
SJilitar, cs (Ajvrcitla por el I’wsiilentt~ d(b lil Sitcióu y SIIS ;IgeIltW 

tk munclo niilitiir. il quicues corresponded cll v;lst igo tk las filltas 

tliH~~i~~liIlill~iils. twtentlií9~tlosr Jbor tuleS. a toda violaciím de los dv- 

btws niilitnrex que 1~ ley y los regli1mentos repriman co11 a1gun.c 

de las sanciones siguientes: destitución. suspensión de empleo, 
Hlqysto. sllspAllwic’>n dth m;lIldo, alwrcibimieuto. couduamknto, t’s- 

riusibn del .wrvicio. wmoción dp claw , suspensibn de Suhficiales 

F clilsqs. l-ty;ll~po tle servicio. villrlboz0 y filjillnS (:lrts. 13h 509 

y .$4!)). 

Il’. LAS .vrI:IHc(*Iosm II~, P~~mIImsm I ,E 1.~ Sac*Iós 

KS 1.1 “Jl~I<ISI~ICC’Ií~S I’EShI, \III.Il-AR” Y ES l..\ “J1-1:1Sl~ICI~‘Ií)S 

I~IS(‘I1’I.IS.~l~I.\ ~lII.IT.\I:” 

Pues bien, a veces por error 0 por confusión SC> han identiíicadlb 

i:m atrilmciones que el Presidente de la Sacióu puede ejercitar 
en la. “jurisdicción penal militar” y en la “jurisdicción discipli- 
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aaria militar”, cuando en realidad esta.5 atribuciones son notori;l- 
mente distintas según .w trate de una u otra. 

En efwfo, en el fimbito disciplinnrio, las ;Itrilmcionw (Iel Pre- 
Bidente de la Sación son amplísimati, a punto tal que no ol)stante 
el ctimplase que hubiere puesto al fnllo de un Consejo de (fuerr;i, 

tiene facultades para “aumentar. substituir, disminuir o J)erdonni 
1;~ sancibn disciplinaria impuesta en la wntencia”. o p;~r;l **ini- 

poner sanción disciplinaria; ~llalltlo 1!11 lil sentencia s(a considew 
qw el hecho que ha sido sometido al tribunal, no constitnytt in- 
fracción delictiva” (art. 469, incisos X” y 4.“) (4). 

Estas atribuciones tan amplias no st’ tlan, sin eml)argo, frente 

n una sentencia firme de un ConstAjo de Cfuerra que nplic;t Jwn;t 
(1~ delito. por ~nanto cl Código tltr Justicia Jlilitar (itrt. 469, incai- 
808 1.” y Z.“), sólo otorga al Presidente de la Sacibn fncultadt5 
J)ara perdonar cl c‘umplimiento dv la lwn;i aplicntln nwtli;lllte c.1 

indulto, o para sustitnirln por otra mAs Iwnigna il travbs cle !;I 
conmutación. facultades qnv, por otra pnrtca. 1.1 l’rr?;i~lvl~tc~ tlv I:I 
SaciOn, por imperio del nrl. *% inca. 6.” de Ia Conslit ii(*idli n;lc.ion:1 1. 

rnnll)iGii pii~vle ejewit nr respeclo tlv las peiiiis imlmt~st ;IS Imr Io* 
tribunales cornnnes pertenwkntt~s iil I’otlt*r jutlkinl. Indultar J. 
conmutar no significan revocar 0 modificar una swfwici;l, sino, 

t>n tul primer caso, wmitir el cumplimiento de la pena. Inic~n1r:i\: 

que en el segundo, cambiarla por otra menos grave. 

Sótese, puw, que tlent ro del COdigo 11th Junticiii Nilitar argeli- 

tino no se ]iw:l]a establwidil a favor df>l l’residcntt~ tItI la Saciím 

(4) 1Jna limitación a estas facultades consagra el art. 552 del Código 
de Justicia Militar. en su pArrafo segundo. Consiste en que la sanclh 
disciplinaria de destitucidn no podrá ser impuesta a los Oficiales superio- 
res de las instituciones armadas (Coronel, General y 6us equivalentes), 
sino por sentencia de Consejo de Guerra. En el examen de esta llmi- 

tacidn, es menester no perder de vista que. fuera del campo de ba- 
talla, el Presidente de la Nación, para conceder el grado de Oficial eu- 
perior, precisa acuerdo del Senado. (Constitución nacional art. 86, inc. 16.) 
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la facultad de reformar una sentencia militar firme (3). La posi- 
bilidad jurídica de que las sentencias de los Consejos de Guerra 

;1rgentinos puedan pasar con el sentido indicado anteriormente, 
cn autoridad de cosa juzgada, encuentra aquí su primer gran ar- 

gumento. 

Otros artículos del Código de Justicia Militar concurren a co- 
rroborar lo recién expresado. 1x1 art. 5% dispone que las penas 

de los delitos militares, muerte, reclusión, prisión mayor, prisih 
menor y degradacibn “ . ..se aplicarán por sentencia de 108 Con- 
sejos de Guewa” : el art. 4fi8 nos habla de “sentencias firmes” dz 
11)s tribunales militares, en tanto que el art. 470 estatuye que 
LJ <. . ..ejecución será practicada de completa conformidad con lo 
Mablecido en la wutencia” (ti). 

(5) Queda descartado que las sentencias firmes de los Consejos de 
Guerra argentinos puedan ser revisadas por los tribunales integrantes 
del Poder judicial de la Nación. La Corte Suprema de Justicia de la 
Xación ha reconocido v declarado el carkter exclusivo y excluyente de 
la jurisdicción militar, y, por tanto, que no le es dado al Poder ju- 
dicial examinar la validez de los procedimientos y pronunciamientos de 
ios tribunales militares cuando aplican o interpretan las normas del C!6- 
digo de Justicia Militar. (Fallos de la Corte Suprema de Justicia: 149, 175; 
173, 166; 181, 229.) 

(6) No se nos escapa que el Código de Justicia .Milltar prescribe 
que el Presidente de la Nación debe poner el “cúmplase” a las sen- 
tencias firmes de los Consejos de Guerra, “cúmplase” que puede de- 
morar los casos especfficos y excepcionales que descrlbe el segundo 
@rafo del art. 468. Es de preguntarse entonces cuál es el valor de 
una sentencia firme de un Consejo de Guerra hasta que ese cúmplase 
se produzca. En nuestro concepto, tiene el valor a que nos referimos 
anteriormente, en el sentido de que la calificación legal del hecho pro. 
bado y de la pena impuesta. o de la absolución, son Irrevisibles por el 
Poder ejecutivo, estos es: hacen cosa juwda, a punto tal que el &e 
oldente de la Nación, aun en los casos excepcionales a que aludimos, 
esti obligado. tarde o temprano, a decretar su ejecución “de comp1et.a 
conformidad con lo establecido en la sentencia” (art. 470). 
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yl. LA k’ACCL’l’AD PHU3IL>fGtCIAL I)lO ICIDFORMAR L.AS SENTklKCIAS 

PIllbiIBS 1,E LOS ‘L’RIBVKALM MILITARFiS TAMPOCO HALLA A8IlUiRO 

KS LA COSSUTUCI6S SACIOSAL 

Claro está que puede argüirse que la conclusión precedente 
surge de lo preceptuado por el Cócligo de Justicia Militar J que, 
dc consiguiente. el hecl tlc que este currpo legal no consagre la9 
fucul tades del J.‘residente de la Sacióu para aprobar o reformar 
izas sentencias firmes de los Consejos de Guerra, no es óbiw para 
que las ejerza vn el caso de que ellas seau potestades que le cou- 
wde el texto constitucional. En otros términos, si resulta cierto 
r(ue Ja jurisdicciOn milirar~ yi\ sea la penal o la disciplinaria, haHA 
un engaste const.ituoional en el art. 66, inc. 15 de la Carta Slagw, 
.QI el que se establece qw el Presidente de la Nación eé3 el Co- 
mandante en jefe d(a tod;~s 1;~ k’utwas dr Mar )w de Tierra de 1~1 
.Sacióii, las facultatlee dc ;I~~O~KII T wformar las sentencias fir- 
mes de los tribun:tles niilit:~ivs Iwdïínii estar implícitas WI diA; 
:ltribución de mando militar. Jwr donde uua ley del C~ol~g~so~ 
como es el CínJigo tle Jnsticii~ Militar. IIO podría limitar ni 1’15. 
lringir la atribucibn de mando militar que posw el I’rwidwtc 
de la SaciOn por expreso mandato concititucion;ll. I’bicados eu oste 
planteo, el Código de .Tusticia Milital*. como lo sostiene RISSO Th- 
NÍSUI:EL, .wría simpkmente reglamentario tlv In wmentnda atri- 
~w%n del Poder c~jtvutivo (7). 

Cromos! sin embargo. qiw la coilstitncion,?litl;lcl de Ia juris- 

:Iicción penal militar. no se encuentra en el art. 86, ine. 1.5 (Iv 
1.1 Constituci6n nacionnl. sino en su art. 67, inc. a, que reza: ‘*Co- 
rrespondr al Congreso... fijar laa Fuwz:~~ de Iínpa de Tierra y d.? 
Xar en tiempo dc paz y de ~IWW: y fomm- 10x rfylntnmtox y 

wdownnv pcrrn cl !~obicv-no rlf, rlicl~f>n f*j+f-fl:tOft.'.' 

(7) tiriala al respecto el citado autor que la “... atribución del Con- 
greso de reglamentar el poder de mando del Presidente Uene un IImite 
y este 1fmit.e es el de que no puede dictar disposiciones que afecten en 
su esencia a dicho poder”, agregando que .‘... no puede establecer res; 
tricciones, no contenidas expresamente en la Constitución. que impidan el 
ejercicio eficaz de los poderes del Presidente; ni limitar, cambiar o 
flisminuir sus efectos; ni introducir en su ejercicio ingerencias o con- 
trol de otro poder o jurisdirc!dn extraña”. (Oh. cit., tomo 1. pág. 301. 
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Obsérvese que en la parte final? que hemos subrayNlo por SC’1 
la que aquí interesa, ae emplea la pulabra “ordenanzas” ; @:~br;ì 

que, en la época en que se dictó la Constitución argentina (183!, 
tenía, 431 su relacií>n con lo militar, el significwlo tIcA lty que 01’- 

ganizu y fija la coiupetencia de los tribunalw niilit;~ivs, tdilllle- 

ce el procedimiento a seguir en los juicios > tipifica las infrac- 
cion- militares. (‘onfirmat además. lo :tImntado, 1~1 c.ii.c.niistilii~i~l 
de que hasta la sanción de los (Migos miIit;ires argtBntinos 6111 

I,yl),$ nufatrus Fuerz;is .1rm:ltlas wiitinuaron rigiíwtlow. ;11111 de+ 

pués de la declaración de la indeIwndenci;l (1HlCS) IH)V Ias ss(hl~s- 

n:~llz;~s militares” t~manatlas del Rey (‘arlos 1 Il de lGp;~fi:~. 1~ 1)0- 

testad dt*l ~OIIRIT~ csp:tii’íol dc dicta1 “Ordt*ii:iiiz;ls milit iir(~x” i11 

estructurarse const ituc~ioiialmente la Tkpíl~lic~ii A\rgeiitiii;i t9 IS::. 
tld)ií) pasar poi. VI t;iniiz tlvl sistthmii político qiic stA atlopt ;11~1 (1~ 
Iniblicsno --división tle poderi~s-, reyreseiltativo y ft’tlt’Yill l >.. 

n través de este t;lnlizado, fu4 :I tl~~posi1arst~ (‘11 I;I CIS~‘C~I~;I ile ntri. 

bnciones del l’odtlr legislativo. 

Con íllTrgl0 il t?llO. Iwluarnos cltle dlellt~0 tll* Ill N’OllOIl1íil dt* 

In Constitucibn argentina sólo ;l la jurisdiccic’,n disciplinaria mili- 
tar PS tlabk c*iitalogarla como inhí~reiite al comii~~tlo militar qiw 
eti art. 86, inciso 15, otorga al Presidente de Ia Sación. De ahi 

que, si bien twta ;ltribuciGn de mando puede sw rql;~nwnt:~cl I 

I)a)r el l’otler Ivgislatiw. en modo alguno este I’oder puede liml- 

tarla 0 reatriiigirla. privando al T’resitleiitt~ tic 1;) Siwií)n tlc 1i1 
facultad dr ~\n(:i()n:~r a sus subortlin;ltlos o clch wvis;lr y fiwnli- 
zar 1;is sniwiontbs 4IutA Cstos apliquen. 

lli1 jurisdiwi6ii penal militar. cn CilIllbiO, siempre c~~lo~~;itla c!~ 
cl wciiito del Ikiwlio c*onstitucioniil argentino, no es inlwwiit: 
;ì I;I :Itr~hwió~l ticl mnudo militar del Presidente de la Sación. 
sino que entronca con la atribucií>n tltll Poder lqislativo tIe dic.- 

tnr Ol’dC>I1.711ZilX l):irii el gobierno de los I<,~bwitos. Por wo. I:I ju- 
risdiwión ptn:ll militar arpcwtina nace de la lyv; esto ex, 1qq~1 
ll?ce como fuente H una Ie‘- tlickda por el Congreso en ejercicitt 

de una atribuciíjn que le es propia y original y no {Ierivada (( 
reglamentaria. 

En resumen. entendemos que cou respecto a la jurisdi(*cií)11 
disciplinnrin. militar tbl Poder legislativo únicamente tiene Ia p,,. 

testad de re~hmentnrln, mas no dp crearla, pues ella es inlierentt* 
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:t la atribución de mando militar del l’residente de la Sacihn. 

Por el contrario. tratbndone de la jurisdicción pem11 militar, el 
(longreso la ('Wii. ejercitando llll¿l ilt~illll~ií~n (illC ItA romlwte ell 
forma principal y no accesoria. 

Tal vez ùificulte 1s comprennióu de lo espresado el IIWIIO dv 
IIW el Cí)tlipo de Justicia Militar argentino abarque t>u sn COU- 

tenido tanto la materia perteneciente a la jurisdicciím penal mi- 
litar como la que cwrwsponde a la jurixdiwión tiiwiplinaria mi- 
! itar. 

l’llil lWtllri\ de su articulado permite ildVWtiY. sill embai~go. (l\l,’ 
en eI aspecto tiincipliaario militar la labor dvl (‘ongreso es wg1.1 

mentaria tlcl mantlo militar del Presidente de la Savión. mien- 
Iras que en la esfera de lo penal crea los hl*g;Inos qnv 11:111 tl(b 

c+ww* la jnrisdicci(>n Dpnal militar? establece sus wmpetenvias \’ 
~lrterniinn sus fnnc*ionw y fil<‘lllti~dPS. 

Tan PS ;wi. qne tiiwrinlina con jllStPZi1 13s potextilder tl(bl 
IDwniflente (ie 1;l S;Wicín seglíl) se trnte tie llllil 11 Ot YiI jnristliwi~)ll. 

EI art. 4cki. que comentamos en el capítiiln TI’. es iiiw prwl~:l 

rvidente y suficiente de ello. Frente a una sentencia firme de 11:) 
(.‘onsejo tlr Gnerra ya vimos lo qiie puede hacer ~1 Pwsidentv 
(1~ la Sat-iíbn tw11 respctn :I I;W xilncinnes tliWiplillill~iils. y (111’; 

:3 lo que puede hacer crin IilS penas que impone. 

1’ tal tlisfinc%ii (3 Ibgicn. E:n li1 jurisdiwibn diwiplin;li~i;l 111 I- 
lit;lr. los sl~l~ol~tiilliltl0s militares de1 Presidente de la Swiíbn (sIlc: 
agentes de nnlndo militar) ejercen una porcibn de su atrihuciO:l 

c~onstitwional de mando militar. 1Sn la jurisciic*c*ión p~iial mili- 

tar. 1~1s Connejos tie (;uerra ejercen funciones y )~otestatirn cuy’\ 

c~stc~llsihn y rontenitio estH datla pnr nnn ley tiel C’ongreso (8). 

(8) En tiempo de guerra, los Comandantes en jefe de fuerzas mili- 
lares y los Gobernadores militares, conocen de las sentencias pronun- 
ciadas por los Consejos de Guerra. Este conocimiento les llega en razón 
lle ser instancias de apelación (art. 501). En efecto, el Código de Justicia 
J\lilhW otorga a dichas autoridades militares toda la Competencia que 
ese mismo Código confiere al Consejo Supremo de las Fuerzas Arma- 
;Ias (arts. 124 y 127). Es decir, que los Comandante en jefe de fuerzas 
militares v los Gobernadores militares actúan, en tiempo de guerra. como 
círganos jurisdiccionales de apelación, ejercitando funciones jurisdiccio- 
nales que, en épocas normales posee el Consejo Supremo de las Fuerzas 
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Sintéticamente expwsado, la potestad de sancionar tiene SII 
fuente en el mando militar; la potestad de condenar y absolver 
tiene su fuente en la ley. 

Esa lógica, e11 cuanto a la solución del problema que abord;t- 

mas, suele faltar en quienes sostienen que la jurisdicción mili- 
~,a.r, en su doble aspecto penal y disciplinario, ex una función 
tlel mando militar. RISSO I)o~íxcl;~, por ejemplo, cuando enfoca 
la cuestión de si el Presidente de la Nación puede reformar las 
sentencias de los Consejos de Guerra que aplican penas de dr- 
ìitos, expresa que nadie “.. . ha pretendido tal cosa eu término:4 
:a.n akolutos. La r@ameutaciím que rige no faculta al PreC 
dente de la Sncií)n para aumentar la pena de delito impuesta ey 

ia sentcwcia; por lo que, fuera del indulto o conmutacihl, ti!,) 
puede ejercer sus propias facultades disciplinarias” (obra cita- 

dla, tomo 1, pQ. 80, nota 1). 

Lo coherente, en cambio, dentro de esta teoría, sería, a nues- 
IPO juicio, afirmar esta posibilidad jurídica del Presidente de la 

Sación, pues, si la jurisdicción militar. comprensiva de lo penal 

T de lo disciplinario, es realmente una función del mando mili- 
(‘ir. no se advierte : 1 .O? porque SUS facultades son distintas según 
5~’ trate de la faz disciplinaria y de la penal, J- Z.“, porque los 
(‘onsc’jos de (Guerra. que ejercerian por delegaciún una porció11 
(iel pod(*r de mando militar del Presidente de la Nación, puede11 
;(plicar penas. v, en cambio, no puede hacerlo cI I’rrsidente de 
1;~ Sación, que! es, precisamente. el titular del mando militar (91. 

;\rmatIas. Creemos que lo expresado constituye un argumento mRs a 
f;lvor de la tesis que desarrollamos. 

(S) Tal vez alguien pueda fundar esta diferencia en el art. 95 de 
l:, Constitución nacional que establece que “En ningún caso el Presi- 
riente de la Sación puede ejercer funciones judiciales, arrogarse cl 
conocimiento de causas pendientes o restablecer las fenecidas”. En otro 
trabajo hemos estudiado el problema que plantea la constitucionalidad 
tlc la jurisdicción militar en la Repdblíca Argentina a la luz de este 
artículo. Pero en lo que aqul interesa, consideramos útil reproducir lo 
que concluimos en ese trabajo acerca de que la prohibición del artfcu- 
Io 95 de la Carta Magna es extensiva a todos los órganos v a todo eI 
personal en situación de dependencia o que forma parte de la rama 
ejecutiva del Gobierno. Nos solidarizamos de esta suerte con el criterio 
Wstentado, entre otros, por los tratadistas RAFAEL BIELDA y JORGE ‘pmm.&~ 
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La conclusión a que ,llegamos en el apartado rtnterior no debe 

ser entendida, empero, como que la atribuci6u que 1;1 Crmstitu- 
eión nacional confiere al Poder legislativo en el art. 67. inci- 
?;o 3, juegue con total independencia de la atribución que el 
Poder ctjewti\o posee por imperio de su art. Mi. iuciso 15. E:l 
Congreso! al hacer uso de sn atribuc%n, no puede lwder de vis- 
1;1 que el Presidente de la hc’ación es, por mandato constitucio- 

TIal, eI Comandante en jefe de todas las Fuerzas tlc Mar y de 
Tierra de la Sación, y que. por ende, si bien el Cí>ùi~c) de JUS- 
ticia Militar que sanciona no es, segtin dijimos. totalmente regla. 

mcntario de esa atribución de mando militar ~,lo es ílnicamtrntr 
-n el aspecto disciplinario), tampoco puede desconorwla o ener- 
varla. 

Es válido aqul el añejo principio de hermen&utica, ~1 virtud 
del cual las leyes. y con sobrada razón la fundamental. tleb,c’n fo- 

marse como un todo orgBnico p armónico, donde cada precepto 
que las integra se encuentra wflanzndo con el resto. Por ello, cual- 
rlnier interpretación aislada de una diaposirión de una ley o de 

1:1 Constitución ofrece no x610 el peligro de colltluc*ir :I solnciow* 

erróneas, sino, ademAs, de llegar a colocarla en posiri6n de apa- 
lente pugna y contradicción con las otras disposiciones cine con- 

forman la ley o fa Constitución de la que forma parte. HUGI-IES, 
autor citado por CARLOS MAXIMILIANO en su Conwdarioe a Cons. 

lit&cZo bradleiru. (tomo 1, pBg. 14). ensefla que la “Constituci6x 

BOSCH, estructurado sobre sólidos argumentos jurídicos e históricos. Como 
bien 10 señala el último autor citado, no es Iúgko sustentar que al eje. 
cutlvo le está vedado lo que a sus subordinados, sometidos :I sus 6r- 
denes, se les permite. IA, cierto es que quien quisiera fundar estas dl- 
ferencíaa de facultades del PresIdenta de la Nación en el ámbito penal 
militar y en el disciplinario militar, llegaría por un camino distinto al 
nuestro -cuyos argumentos, por supuesto, no compartimos- a com- 
w~rtir la tesis de que conforme con la Constitución argentina, la juris- 
<!icclón penal militar no es una función del Mando militar. pues expresa- 
mente la Carta Magna asI lo ha dejado establecido. 

87. 
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no se dwtruye a sí mkma. 1:~ otros términos. el lwdt’r que WII- 
fiwe con la milno derecha no lo retira en seguidrr. con la izquiv- 
da”. IA Corte Suprema de .lunticia de la Xación argentina ha 
afirmado reiteradament(1 este principio de interpretación en INI 
iulación con la Carta Magna, exprwando. wrbigracia, en uno tl~ 
su8 fallos, :‘que la interpretación de la Constitución nacional no 
debe hacerse poniendo frente a frente las facultades que enume- 
ra para que NC destruyan entre ellas, sino armonizitndolati den- 
tro del eapjritu que les di6 vida” (fallos 181 y Wl). 

A excepciím de algunos fallos cuyo estudio critico no juzga- 
mos oportuno hacer en ente tr;tb;ljo, la Corte Suprema tic Justicia 
dc la Sación ha encontrado en el art. G7. inciso 2::. de la Consti- 
tución nacional el punto de apoyo de la collxtitucion;llid;ld dtb 
ia juriwlicción lwnal militfii en la forma establecida por el 
Código de .Justiria Militar argentino, fallando repetidamente 
que el Congreso de la Sación *‘... en uso de la facultad que 

le concede el art. c>?. inciso 23. tle la Conetitución nncional ha 
creado un organismo especial con sus leyes dr fondo y forrnu, 
fundado en la necwddad dc colocar al Ejército y a la Armador 
en imil situación diferente de I;IS demás partes del rntwnisnio 
gubernamental, ya por su composición. y1 por 1ilM reglas <lW dP- 
ben gobernarlo” : ‘6.. . que los tribunalefi militares son tribunalen 
de la Sación” : “... pero que no forman parte de! Poder judicial 
de la Xación” : como! asimismo, que una xol;t prohibici611 “. . . tie- 
ne el Congreso en materia de leyes de jurisdicción militar: la 
de 10s fwros personales. Los wales o de CAUM quedan librado;+ 
al ejercicio de la atribución que le ha sido conferida por el ar- 
tícnlo fY7. inciwo 2.3. de la Constitucibn” (verbigracia. fallos de 1:1 
Corte Rnpremn tle .Jnsticin : IV. serie 4.‘: 577. 101. 3.54. 147. 45, 
!!36. s48. zu >- 416). 

Conceptos similares ha utilkado en lo tocante a esta materi,k 
la Corte Suprema de dnnticia de los ERtado8 Unidocl de Améri- 
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ca, cuya Constitución guarda analogía con la Constitución ar- 
gentina. Suyo decir el Alto Tribunal cluc “el Congreso tiene el 
jwder de legislar sobre el juicio y el castigo de loa delitos mili- 
tarecl y navales por Consejo de Guerra, de la manera practicada 
por la& nacionen civilizadas.. . , y que el poder de hacerlo así ext;í 
dado sin conexión alguna con el Poder judicial. TIOH dos Pode- 
:‘eö 8011 cnterameute independientes el uno del otro” ocaso Il!/- 
,tw~ 17. liocnw, fO IIow. fi.> in rt* Rol~vt 1). Ilogilrt 2 ~;IW :!!W;\. 

lkntro de eslt* orden de cosas ex menester ftwmulitr iin:~ aclit- 
raciím tlw. a no dudar. ha de permitir una mejor twmlwnsió11 
del asunto tematizado. l%ta aclaración consiste en lo sipiiitIntt* . 

151 hecho de que el Presidente de la Saci6n sea el que 11oIn- 

bre II las autoridades (siempre personal de Oficiakn) tlw II;III 
tic t~jt~rtw lit jiiri~tliccióu militar y decida solwe la iwlrwic’iti t.11 
3w cíliyox dr 10~ miembros t\e los (‘onse,jos clt~ (furrrii. unitlti :I 
la circunstanci;t de ser el superior jert5rquico de ellos (C%Migo de 

Jll*ti(!iil Jf~litill~. ill9S. 6.“. 14. 2::. 48. ~52. VS!) y K: t 1;lI \‘(‘% j”l~‘f1 J 

hacer pensar que dichas autoridades. en el dewmpeño de sus es- 
pwífican funciones jaritidiccionalel- militartw, eMAn obligatlax :ì 
t4wtltvw ladi directrices que 1eH imparta ~1 Prtwidentt~ tlr In S;tcií>ll! 
w punto a la calificwibn legal del hecho lwoh;~tlo y de la pell? 

;I iinl~oiiei~. 0 i\ 13 dwlaracibn de la ab~olucibn. Si así fuera, 16 
gi(*cb swí:l tltrlucii~ que, si hien t!n el sistema constitucional y le- 
g;il iIrgt9tino tal l’wsitltwte 11th l;i Sación t~:lrew de fiwlll t;l<les pill’il 

reformar I;IW senttwciarì firmes de los Conwjw tlr (tuerra. posee 

tw c;imlbio un sustituto tafic*;iz. al powtv fwultatlt~w lba1Y ol~~lelliri* 

r;l cwnttwido de exay sentencias. 

Esta hipóterdoi debe Her rechazada in liminc. Ihta para ello 
r’ecortl;tr lo que dijimos en el apartado VI referente a que la ju- 
1 iadiwiím pm1 militar entA fundamentada tw el art. 67. inci- 
SO 5%. tle la Conxtitucihn nacional. LU autoridadtw milittircn que 
d*mlwíian la jnriPwlicción penal milit.ar gozan de plena auto. 
nomía tw el ejercicio de 8~s funciones. ya qur lan miwmaw le han 
sido otorgadns J- akgnadas por la propia ley y no por el Poder 
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ejecutivo a trawés de una delegación de una porción tlr su podw 
de mando militar. 

PodrA objetarse que la facultad de nombrar y de tlccitlir re- 
clecciones de autoridades jurisdiccionales militares que tiene el 
Presidente de la Sación puede llegar a posibilitar la taonstitn- 
ción de tribunales militares ad munt deZphisi. 

Pensamoe que dr esta posibilidad no han eswpado los pode- 
ues legislativos o judiciales. Si siquiera la innnwrilidatl tlc los 
miembros del Poder judicial lla sido una valla il~fr;~nqneal~lt 
para ello. I.‘n breve repaso de l;l llistori;l ti-1 m;ís tlr 1111 país w- 
ría suficiente para corroborarlo. Li illk~wudt~ncia func*ionitil 0 
Je poderes suele ser. ã veces, niAs quv cuwtiC>n de instit ucioui5 
cuestión de hombres. Auu admitiendo por vía de hil>Gtesis qnr 
el Presidente de la Sación pueda .llegar :I ejercer una notori;l in- 
fluencia en el contenido de los pronunciamientos de los tribunale- 
militares (nombrar, reelegir o promover afwensos son facultades 
de innegable peso psicológico), no es menos cierto cluc *‘influell- 
ciar” no es lo mismo que “tener derecho a ordenar”. 

El propio doctor RCSTILU), sostenedor de la tesis de que la jn- 
risdicción militar es una funcii3n del mando militar, o sea una ju- 
riwdicción o justicia subordinada, donde las autoridades militares 
ejercen por delegación una porción del poder militar de mandI, 
del Presidente de la Sación, se ve precisado a señalar que ello 
no implica ei... que el que manda ha de violentar la conciencia del 
que juega y la de ordenar la sentencia que ha de pronunciar” 
(obra citada, p&g. 26). 

s. CONCLCSIOSES 

La interpMaci6n sistemática de los preceptos de la Constitu- 
ción nacional y de los artículos del Código de Justicia Militar 
argentino que dejamos expuesta, nos permiten concluir vQllidaI 
mente que: 

1.” Las 6entencias que en tinica 0 en última instancia proniin- 
cian 10s Conaejoa de Guerra argentinos con ansceptibles de pasar 
en autoridad de COM jtmgada, en el sentido de que la calificaciím 
legal del hecho probado y de la pena impuesta o la absolncii>n 

40 
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a que en ellas se llegue, son irrevisables por el Presidente de la 
Ilación, no precisando, por ende, para gozar de aquel efecto en 
r! sentido indicado, ser integradas con la aprobación -el cum- 
place- presidencial. 

2.” El Presidente de la Sación carece de facultades para re- 
formar las sentencias firmes de los tribunales militares (Conse- 
jos de Guerra). Sus facultades, frente a una sentencia firme de 
:m Tribunal militar, consisten : 

a) En indultar o conmutar la pena aplicada. 
bj Aumentar, sustituir, disminuir o perdonar la sanción dis- 

cbiplinaria que se hubiere impuesto. 
c) Imponer sanción disciplinaria cuando en la sentencia He 

wnsidere que el hecho juzgado no constituye infracción dclic- 
tiva. 


